	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO
 

El 14 de marzo de 2003, los ciudadanos YLENI DURÁN MORILLO y FERMÍN ANTONIO PERNÍA MORA, venezolanos, mayores de edad, titulares de las cédulas de identidad números 11.935.843 y 9.330.452, respectivamente y abogados inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 91.732 y 88.677 correspondientemente, interpusieron solicitud de interpretación de los artículos 16, 17 y 21 de la Ley de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas Nacionales, con el propósito de que esta Sala determine el contenido y alcance de dichos preceptos.
 

En la misma fecha, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado doctor José Manuel Delgado Ocando, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.
 

Realizado el estudio correspondiente se pasa a decidir en los términos siguientes:
I
DE LA COMPETENCIA
 

Previo al examen de la admisión de la solicitud planteada, esta Sala pasa a dilucidar si es competente para conocer de la misma, y en tal sentido observa:
 

La facultad interpretativa que esta Sala Constitucional está supeditada a que la norma a interpretar esté contenida en la Constitución (sent. n° 1415/2000, caso: Freddy Rangel Rojas, entre otras) o integre el llamado bloque de la Constitucionalidad (sent. n° 1860/2001, caso: Consejo Legislativo del Estado Barinas).  Dentro de dicho bloque se encuentran las normas contenidas en tratados o convenios internacionales que autorizan la producción de normas por parte de organismos multiestatales (sent. n° 1077/2000, caso: Servio Tulio León) y las normas dictadas por la Asamblea Nacional Constituyente (sent. n° 1563/2000, caso: Alfredo Peña). 
 

Ello así, se observa que los artículo 16, 17 y 21 de la Ley de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, no se subsumen en ninguno de los supuestos mencionados, ya que se trata de normas legales y, por lo tanto, de rango inferior a la Constitución, esta Sala declara su incompetencia para examinar la solicitud propuesta. Así se declara. 
 

Declarado lo anterior, sigue determinar cuál es el órgano jurisdiccional competente para conocer de la presente causa. A este respecto, es necesario realizar las siguientes consideraciones.
 

El numeral 6 del artículo 266 de la Constitución, en concordancia con el último párrafo de dicho precepto, establece que a las diversas Salas del Tribunal Supremo les corresponde “conocer de los recursos de interpretación sobre el contenido y alcance de los textos legales, en los términos contemplados en la ley”.
 

Por otra parte, la Sala, en sentencia nº 2588/2001, del 11 de diciembre, caso: Yrene Aracelis Martínez Rodríguez, señaló que la atribución de competencia contenida en los artículos 42.24 y 43 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia (a cuyo respecto se asigna la facultad de interpretar normas de rango legal sólo a la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia) colide con el artículo 266.6 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en virtud que el referido artículo le asigna la atribución para interpretar normas de rango legal a todas las Salas de este Máximo Tribunal, razón que motivó a esta Sala a declarar expresamente la prevalencia de la norma constitucional y a señalar que los referidos artículos de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia se encontraban derogados.
 

Ahora bien, las normas legales cuya interpretación se solicita, textualmente disponen lo siguiente:
“Artículo 16.  Los Oficiales y Suboficiales Profesionales de Carrera que pasen a la situación de retiro o cese de funciones y el personal de Tropa Profesional que sean retirados, excepto aquellos cuya separación de servicios surja como consecuencia de una condena judicial por los delitos de traición a la patria, espionaje o deserción, tendrán derecho, después de quince (15) años de servicio, a pensión de retiro, en los términos establecidos en esta sección.

 

Quienes no hayan cumplido el tiempo establecido en este artículo y pasen a situación de retiro, sin estar incursos en los delitos antes señalados, recibirán por una sola vez el monto total de las cotizaciones que hubieren hecho”.
 

“Artículo 17. El monto de la pensión mensual se determinará de la forma siguiente:

 

a. a.       Cumplidos los quince (15) primeros años de servicio, el sesenta por ciento (60%) de la última remuneración mensual devengada;

 

b) Cumplido el tiempo de servicio, dentro del lapso comprendido entre los dieciséis (16) y los diecinueve (19) años, la pensión continuará incrementándose anualmente en el tres por ciento (3%) de la última remuneración mensual devengada;

 

c) Cumplidos los veinte (20) años de servicio, el setenta y cinco (75) de la ultima remuneración mensual devengada;
d) Cumplidos veintiún (21) años de servicio, el ochenta por ciento (80%) de la última remuneración mensual devengada;
 

e) Cumplido el tiempo de servicio, dentro del lapso comprendido entre los veintidós (22) y los veinticuatro (24) años, la pensión continuará incrementándose anualmente en el cuatro por ciento (4%) de la última remuneración mensual devengada;
 

f) Cumplido el tiempo de servicio, dentro del lapso comprendido entre los veinticinco (25) y los veintinueve (29) años, la pensión será del noventa y nueve por ciento (99%)de la última remuneración mensual devengada. En este caso, la asignación se regirá de acuerdo con lo establecido en el artículo 21 de esta Ley; y
 

g) A partir de los treinta (30) años de servicio la pensión será igual a la última remuneración mensual devengada”.
 

“Artículo 21.  El Oficial, Suboficial Profesional de Carrera efectivo o asimilado y la Tropa Profesional que pase a situación de retiro o cese de empleo, según el caso, percibirá por una sola vez, una asignación de antigüedad en dinero efectivo equivalente al producto de la multiplicación de la última remuneración mensual devengada en su condición de militar por el número de años de servicio activo, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos siguiente.
 

La fracción de seis meses  o más, se considerará como una año de servicio cumplido.
 

Parágrafo Único. En caso de fallecimiento los familiares indicados en el artículo 18 de esta Ley, tendrán derecho a percibir la asignación de antigüedad que habría correspondido al causante, siempre que el deceso hubiere ocurrido encontrándose en situación de actividad o disponibilidad”.
 

Una lectura de las normas antes transcritas permite apreciar que las mismas pertenecen al sistema de seguridad social del personal de Oficiales, Suboficiales Profesionales de Carrera y tropa profesional de la Fuerza Armada Nacional y están referidas a las pensiones de retiro de dichos funcionarios. 
 

Ahora bien, la seguridad social, como medio para garantizar la protección de las personas en cualquier circunstancia de previsión social (Art. 86 de la Constitución), involucra a todas las prestaciones correspondientes a los regímenes de previsión y comprende, entre otros, a las jubilaciones y pensiones.  
 

De igual forma, es ampliamente reconocido que el objeto del derecho del trabajo abarca la protección del trabajador más allá del trabajo, tal y como sucede con la seguridad social. Así, el numeral 4 del artículo 29 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo incluyó dentro de la competencia de los tribunales del trabajo, el conocer y decidir los asuntos contenciosos que se susciten con ocasión de la seguridad social.
 

Así pues, la materia a la que están referidas las normas legales objeto de la presente solicitud de interpretación, coinciden con la esfera de asuntos cuya solución compete a los órganos de la jurisdicción del trabajo, por lo que existe una correspondencia entre el contenido de los preceptos a interpretar con la materia que determina la competencia de dichos tribunales.
 

En virtud de las razones antes expuestas y visto que la pretensión del solicitante está referida a la interpretación de los artículos 16, 17 y 21 de la Ley de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas Nacionales y no a una querella surgida en el marco de una relación funcionarial en el ámbito militar, esta Sala considera que las normas objeto de la presente solicitud de interpretación están referidas a la materia laboral y, por consiguiente, corresponde a la Sala de Casación Social de este Alto Tribunal la competencia para conocer el recurso de interpretación interpuesto, en razón del principio de afinidad, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 6 del artículo 266 de la Constitución de la República de Venezuela. Así se decide.
II
DECISIÓN
 

Por las razones que anteceden, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1.- Que NO TIENE COMPETENCIA para conocer la solicitud de interpretación presentada por los ciudadanos Yleni Durán Morillo y Fermín Antonio Pernía Mora, respecto de los artículos 16, 17 y 21 de la Ley de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas Nacionales y 2.- DECLINA LA COMPETENCIA para conocer de la mencionada solicitud en la Sala de Casación Social de este Tribunal Supremo de Justicia. 
 

Se ordena a la Secretaría de la Sala remitir el presente expediente a la Sala de Casación Social de este Alto tribunal.
 

Publíquese y regístrese. Cúmplase lo ordenado.
 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 15 días del mes de agosto  dos mil tres. Años: 193º de la Independencia y 144º de la Federación.

 

El Presidente,
 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA
                           El Vicepresidente,
 

 

                                                                      JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO
 

Los Magistrados,
 

 

 

ANTONIO JOSÉ GARCÍA GARCÍA                   JOSÉ MANUEL DELGADO OCANDO 
                                                                                                  Ponente
 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

 

El Secretario,

 

 

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO
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